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Jorge Carpizo ha seiialado que para permitir la mejor realización 
de los fines que persigue nuestro Estado se ha establecido en la Coas- 
titiicibn un régimen flexible de separación de funciones, fundamentado 
en dos prin~ip~ios: a) el de colaboracih y b) el de la noció'n de las 
funciones forniales y materiales.1 El primer principio informa de la 
posibilidad de que dos o los tres órganos estatales "clásicos" realicen 
parte de una misma funció'n  como^ por ejemplo sucede en el caso del 
nombramiento de los nlinistros de la Suprema Corte de Justicia, o 
bien en la integracih del Consejo de la Judicatura Federal). Por el 
segundo se entiende que no siempre han de coincidir las funciones 
formales asignadas con las materialmente realizadas (téngase en mente 
las funciones jurisdiccionales que realiza el senado de la República en 
el juicio político, o bien la naturaleza materialmente legislativa de los 
reglamentos expedidos por el Ejecutivo Federal). 

Resultado de este sis'tema de coordinación podemos decir que puede 
iricurrir en un  error de apreciación quien tenga la idea de que 10s 

* Licenciado en Derecho y Becario Nacional para Estudios de Posgrado en Cien- 
cia Política por la UNAM. 

1 CARPIZO, Jorge, La Comtitución hlexicana de 1917, México, Porriia, 9a. ed., 
1995, pp. 191 SS. 
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órganos políticos principales del Estado mexicano están (o deben estar) 
totalmente separado's. Ya vimos cómo el referido tratadista mexicano 
alude a la limitación de la separacióa de poderes, indicando que el 
Presidente y el Congreso dc la Unión disponen de ciertos medios de 
interacción recíprocos. Entre éstos encontramos los siguientes. 

11. EQUILIBRIOS 

A) Iniciativa de las leyes 

Se ha indicado que el deredio de iniciar leyes o decretos correspon- 
de, entre otros, al Presidente de la República, puesto que se le wnsi- 
dera como uno de los funcionarios que la Constitución supone entre 
los más indicados para "interpretar las necesidades del país".2 Y puede 
hacer esto por contar con todo el apoyo del aparato burocrático del 
Estado, en razón de ser el titular de la administración pública federal. 

La importancia de esta atribución presidencial radica en que en 
nuestros días los programas políticos de gobierno, casi siempre, sólo se 
pueden llevar a cabo mediante la expedición o modificación de leyes, 
y es la iniciativa legislativa la herramienta para realizar un proyecto 
electoral. Se estima que es por esta atribución par la cual el Presiden- 
te ha desplazado prácticamente al Congreso de su tarea materialmente 
legislativa, hablándose de una total declinación del Poder Legislativo. 

Además de lo señalado es conveniente indicar que esta intervenciih 
del Presidente en el proceso legislativo no lo vicia, ni puede ser cali- 
ficada como "autoritaria" o antidemocrática; nada más común que la 
participación del presidente al momento de formular iniciativas legis- 
lativas; inclusive el presidente norteamericano, que no está facultado 
para hacerlo, es el principal iniciador del proceso legislativo, claro, 
a través de los miembros de su partido en el Congreso. 

Esta intervención presidencial no puede descalificar el proceso de 
formación de la ley porque, al fin, ésta no es más que el resultado 
del enfrentamiento argumentativo entre las distintas posturas de la so. 
ciedad presentes en el congreso o parlamento; independientemente de 
la procedencia original de la iniciativa legislativa, la ley devendr; 
vigente y positiva, por la participaci6n de la totalidad de aquellos a 
quienes atañe la misma y la observancia de la regla de la mayoría. 

2 TENA RAM~REZ, Felipe, Derecho Constituciotzal Mexicano, Mkxico, PoirUa, 1991, 
p. 285. 
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En opinión de Orozco Henríque~,~ no es posible hablar de declina- 
cián del Poder Legislativo, puesto que mientras el Ejecutivo "no pre- 
tenda invadir [la] esfera de acción [del Poder Legislativo] hasta el 
punto de perturbar el derecho de los legisladores a deliberar libremen- 
te o impedir la introducción de las modificaciones que éstos estimen 
pertinentes a los programas o iniciativas del ejecutivo" éste, como líder 
de la acción legislativa, no lastima la independencia de aquél.4 

R) El veto 

Ida función legislativa del presidente en su aspecto negativo consiste, 
principalmente, en la posesión del poder de veto.5 Según Burgoa el 
del presidente mexicano no es un veto absoluto, sino suspensivo, ya 
que el ejercicio de éste no implica una prohibición u obstrucción in- 
superable o ineludible para el Legislativo en su intención de hacer 
entrar en vigor un decreto o una 1ey.o Así la facultad presidencial co- 
mentada se concreta a la "mera formulación de objeciones [a leyes 
aprobadas] a fin de que, conforme a ellas, vuelvan a ser discutidas por 
ambas Cámaras, las cuales pueden considerarlas inoperantes, teniendo 

3  ORO^ HENR~QUEZ, J. Jesús, "Las legislaturas y w s  funciones de control sobre 
la actividad gubernamental" en Politica y Procesos Legislativos, México, UNAM- 
Miguel Angel P o d a ,  1985, p. 32. 

4 Algo parecido aduce Ruiz Massieu al escribir que "los pnistas, implícitamente, 
han celebrado un pacto no escrito para que sea el Ejecutivo quien elabore el mayor 
número de iniciativas, en tanto que los legisladores se reservan, en el terreno es- 
pecífico de la tarea legislativa, la responsabilidad de perfeccionar los proyectos 
presidenciales, sobre todo a la luz de los factores politicos, y de presentar por 
excepción, iniciativas que recojan grandes demandas sociales que el aparato admi- 
nistrativo no ha hecho suyas con oportunidad", RUIZ MASSIEU, J& Francisco, El 
Parlamento, Guanajuato, México, LVI Legislatura del H. Congreso del Estado de 
Guanajuato, 1995, p. 50. 

5 SCHWARTZ, Bernard, Los Poderes del Gobierno, vol. 11, México, UNAM, 1966, 
p. 31. El veto es definido como el derecho que tiene una persona o corporación 
para vedar o impedir una cosa. Señala también que el uso más difundido es el dado 
principalmente para significar el derecho atribuido según las constituciones al Jefe 
de Estado o a la segunda Cámara, respecto de las leyes votadas por la eleccibn po- 
pular. Tambikn divide al veto en absoluto (que impide la promulgación y vigencia 
de una ley) y suspensivo (que retarda la promulgación y vigencia de una ley), Dic- 
cionario de la Lengua Es@ñola, España, 1992, p. 1478. 

6 BURGOA, Ignacio, Derecho Constitucional Mexicano, México, Porrúa, 1973, p. 848. 
Lo cual, en mi opinión, es parcialmente correcto; si bien es cierto que el veto pre- 
sidencial puede ser superado por una mayoría calificada en las cámaras, y el 
presidente está empeñado en que alguna disposición legislativa no entre en vigor, 
puede, simplemente "olvidarse" de mandarla publicar, una v a  aprobada y supera- 
do el veto. Ante esta situación no hay previsión alguna. Esto, para mi, es veto total. 
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en este caso el Ejecutivo la obligación de proceder a la promtilgacidn 
re~pectiva".~ 

En términos del artículo 72 incisos O) y c), se otorga aI Presidente 
la facultad de vetar los proyectos aprobados por el Congreso. El pri- 
mer inciso indica que se entenderá aprobado por el Poder Ejecutivo, 
todo proyecto no devuelto' con observ:tciones a la Cámara de su origen 
dentro de diez días útiles, salvo que, corriendo este término, el Con- 
greso hubiere cerrado o suspendido sus sesiones, debiéndo'se hacer la 
devolución el primer día útil en el que él esté reunido. 

El siguiente inciso señala que el proyecto de ley o decreto desecha- 
do  en todo o en parte por el Ejecutivo, será devuelto, con sus obser- 
vaciones, a la Cámara de su origen. Se indica, además, que para vencer 
el veto presidencial es menester que el citado proyecto sea confirmado 
por las dos terceras partes del número total de votos de  la misma, pa- 
sando así otra vez a la Cámara revisora, donde será necesaria una 
mayoría similar para aprobarlo, hecho esto se turnará el proyecto al 
Ejecutivo para su promulgación. 

Según Tena Ramírez el veto, ademis de constituir una defensa de1 
presidente ante el Congreso, "caracteriza y define nuestro sistema pre- 
siden~ial".~ La historia apoya y da la razón al tratadista michoacano, 
puesto que en la Constitucián de 1857 no se preveía tal facultad del 
Ejecutivo, resultado éste de la tendencia parlamentaria de aquel Con- 
greso Constituyente. Las reformas constitucimales de 1874, promul- 
gadas por el presidente Lerdo de Tejada, restablecieron el veto presi- 
dencial, el cual podía ser superado por la mayoría absoluta de las 
Cámaras integrantes del C,ongreso. En la Constitucion de 1917, y con 
la tendencia hacia el reforzamiento de la figura presidencial que pre- 
dominb en Querétaro, se determinó que para superar el veto se reque- 
rirían de dos terceras partes de los diputados y senadores, de acuerdo 
con el modelo norteamericano. 

De lo anterior deriva que el Presidente mexicano cuenta con la 
facultad de vetar parcial o globalmente un  proyecto legislativo apro- 
bado ya en el Congreso. El primero, también denominado veto por 
párrafos o artículos, "es el que los presidentes más necesitan y más 
desean.. . porque les permite acabar con el intercambio de votos 
logro11 * entre los legisladores para incluir en algunas leyes proyectos 

7 Zbidem. 
8 TENA RAM~REZ, Felipe, cit, supra nota 2, p. 267. 
* Dicese de los votos conseguidos o logrados mediante contubernio o ayuda re- 

cíproca entre congresistas de diferentes partidos para estorbar o favorecer la apro- 
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que les interesan personalmente, y que sólo benefician a los intereses 
de su electorado local"." 

El veto global es menos efectivo ya que puede anulársele y a los 
presidentes se les obliga a decidir si abandonan toda la propuesta o 
si la aceptan con todos los añadidos que le hicieron lo's legisladores. 

Según Tena Ramírezl0 el veto persigue dos finalidades: 
- Asociar al Ejecutivo en la responsabilidad de la formación de la 

ley, y 
- la de dotarlo de una defensa contra la invasión del Legislativo. 
Es fundamental señalar que el Presidente sólo puede interponer el 

veto contra las resoduciones que el Congreso de la Unión emita en 
ejercicio de alguna función que le corresponde y que se ejerza separada 
y sucesivamente en cada una de las dos Cámaras. Por lo tanto "la 
facultad de vetar no existe respecto a las resduciones exclusivas de 
cada una de las Cámaras, ni de las dos cuando se reúnen en asamblea 
Única, ni de la Comisión Permanente".ll 

Según Carpizo el veto tiene como finalidades las siguientes: 
a) Evitar la precipitaciiun en el proceso legislativo, tratando de iin- 

pedir la apo'bación de leyes inconvenientes o que tengan vicios cons- 
titucionales. 

b) Capacitar al ejecutivo para que se defienda contra la invasión y 
la imposición del legislativo. 

c) Aprovechar la experiencia y la responsabilidad del poder ejecu- 
tivo en el procedimiento legislativo.l2 

Al respecto no queda sino hacer una breve consideración solbre el 
inciso a): el proceso legislativo hoy día puede ser todo, men0.s pt-ecipi- 
tado. Paulatinamente, el Congreso mexicano ha ido allegándose los 
elementos suficientes para poder legislar adecuada y responsablemente. 
Es más, el hecho de que el Ejecutivo legisle de facto proviene de que 
la tardanza del proceso tradicional, realizado por el Legislativo, es 
visto como un gran defecto de los Congresos contemporáneos, concre- 
tados inclusive en otras tareas menos técnicas, como la del control par- 

bación de aquellos proyectos que interesan particularmente a cada uno. Diccionario 
Vox Inglés-Español, Español-Inglés, España, 4a. ed., 1979, p. 406. 

9 SARTORI, Giovanni, Ingenieria Constitucional Comparada, México, Fondo d e  
Cultura Económica, 1995, p. 180. 

10 Cit. supra nota 2, p. 265. 
11 TENA RAMIREZ, op. cit., p. 266. 
1 2  C A R P I ~ ,  Jorge, El presidencialismo mexicano, México, Siglo X X I ,  Editores, l la,  

ed. 1993, p. 85. 
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lamentario. En nuestro tiempo la precipitación pudiera venir más bien 
del Ejecutivo. 

En lo que toca al último enunciado del mencionado inciso, aprecia- 
mos que Jorge Carpizo concede al Ejecutivo una facultad que excede 
por sí y en demasía bastante la naturaleza de éste. A quien corresponde 
determinar finalmente si una ley tiene o no vicios constitucionales es 
al órgano protector de la Constitucicin del Estado, en nuestro caso a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. El mecanismo lo prevé el ar- 
tículo 105 constitucional en sus dos primeras fracciones. En la actuali- 
dad el Ejecutivo ya puede atacar la constitucionalidad de una ley 
aprobada por el Congreso, aun cuando no deja de considerarse la o p  
ción de que el presidente interponga el veto suspensivo, el cual funcio- 
na en este caso, bajo ciertos criterios más políticos que jurídicos, ya 
que si el veto es interpuesto (co'sa rara en nuestro sistema) arguyendo 
posibles vicios de  constitucionalidad, el mismo puede ser superado y 
aprobada la ley, ignorando las recomendaciones u observaciones presi- 
denciales. 

La preocupación de no pocos analistas se ha centrado en la posible 
respuesta a la pregunta: (qué sucedería si el Presidente se llegase a 
negar a promulgar una ley ya aprobada por el Congreso, inclusive ha- 
biendo éste superado el veto? Consideramos que el asunto debería ser 
llevado a la Suprema Corte de Justicia para que, ejercitando el Con- 
greso una acción de controversia constitucional (artículo 105, fracción 1, 
de la Constitución General de la República), ésta resolviera lo condu- 
cente y, apoyados en la fuerza de la ley y el Derecho, se obligue al 
Presidente a cumplir co'n su obligación constitucional; pero no puede 
imponerse al Presidente sanción alguna, puesto que no está sujeto a 
juicio político. 

Existió la propuesta del grupo parlamentario del Partido Acción 
Nacional en la Cámara de Diputados para prever una solución jurídi- 
ca al respecto, misma que tiene la finalidad de fortalecer al órgano, 
legislativo y crear "un procedimiento que dé certeza y asegure la efica- 
cia" de la misma. Se propuso la adiciíun de un párrafo final al artícu- 
lo 72 de la Carta Magna a fin de que si el titular del Ejecutivo en un 
término de 15 días naturales después de vencido el plazo de que dis- 
pone para hacerle observaciones, no ordena la publicación de una ley 
o decreto; el Presidente de la Cámara revisora lo mandará hacer. 

Respecto a la materia del veto, es lugar común en la doctrina nacio- 
nal declarar que únicamente podrán ser las leyes y decretos que no 
sean competencia de alguna de las cámaras, puesto que no puede inter- 
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EL (DES)I.:Q~~II,II:KIO DEL PODER E N  MEXICO 23 

ponerse tampoco cuando se reúnen en asamblea única, ni tampoco las 
resoluciones de la Comisión Permanente.13 

C )  ficzrltnd ~eglnnientariu del Presidente 

La doctrina y la jurisprudencia mexicanas han hecho derivar de la 
segunda parte de la fracción 1 del artículo 89 de la Carta Magna la fa- 
cultad del Ejecutivo para expedir reglamentos administrativos, y gra- 
cias a ésta, ejerce una importante actividad de carácter normativo.14 
Recordemos que el ejercicio de esta atribución se ha de restringir al 
desarrollo, específico y técnico, de la ley emanada del Poder Legislativo. 

Representa, pues, una de las denominadas "atribuciones legislativas" 
del Presídente,l5 mediante la cual éste despliega una enorme actividad 
reguladora, en cuyo ejercicio bien pudo aquél expedir reglamentos que 
vayan más allá de lo que la ley que reglamentan señala, e incluso al- 
gunos abiertamente anticonstitucionales, pero los medios para atacar 
tales aberraciones jurídicas están previstos en nuestra Ley Fundamen- 
tal: el juicio de amparo o los procedimientos que contempla el ar- 
tículo 105. 

D )  Informe presidencial 

El artículo 69 constitucional dispone que a la apertura del primer 
periodo de sesiones ordinarias asistirá el Presidente de la República y 
presentará un informe por escrito en el que manifieste el estado gene- 
ral que guarda la administración pública del país. 

La ceremonia del informe mencionado es ya no sólo un acto infor- 
mativo del presidente y de control del Congreso sobre éste como jefe 

13  Es importaiite apuntar que Carpizo considera que el veto presidencial no se 
puede interponer contra las reformas constitucionales, puesto que, en su opinión 
el articulo 72 hace referencia solamente a las leyes y decretos que emanen del Con- 
peso de la Unión, siendo las reformas a la Constitución obra del Poder Revisor 
de ésta, el cual es un órgano de jerarquía superior al Congreso y al mismo Presi- 
dente, y éste no puede vetar una resoluci6n de un órgano superior, ibidem. 

14 "La facultad reglamentaria del presidente de la República constituye una ex- 
cepción al principio de separación de paderes, pues siendo los reglamentos reglas 
abstractas, generales e impersonales, son actos materialmente legislativos y formal- 
mente administrativos". MADRAZD, Jorge, "Facultad Reglamentaria", Diccionario 
Juridico Mexicano, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, vol. P-Z, 
México, Porrúa, p. 1414. 

1 5  CARDENAS, Jaime, Una Constit~lción para la democracia, México, UNAM, 1996, 
p. 62. 
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de la Administracih Pública, a una oportunidad excepcional con la 
que cuenta el Ejecutivo Federal para dar un  mensaje político, expre- 
sar sus futuros planes, justificar la política implementada y mostrar su 
punto de vista sobre los asuntos de interés general, siempre en su ca- 
rácter de Jefe del Estado mexicano.lG El hecho de que este acto deje 
de ser considerado co'mo meramente informativo, no lo despoja de su 
carácter de medio de controL17 

E )  Co?nparecencia de los Secwtarios de E ~ l a d o  

El numeral 93 de nuestra Máxima Ley contiene diversos mecanismos 
de control sobre los titulares de la administracih pública centralizada 
y descentralizada, así como de  las empresas públicas a nivel federal. 
El primero de ellos consiste en la obligación de los Secretarios de Des- 
pacho y Jefes de Departamento's Administrativos de dar cuenta al Con- 
greso del Estado que guarden sus respectivos ramos. 

A partir del sexenio de Miguel de la Madrid se inició la práctica 
de que los Secretarios co'mparecieran ante las comisiones especializa- 
das de ambas Cámaras, a efecto de ahondar en el informe que ya el 
Presidente había entregado por escrito (a lo que se han  denominad^ 
la "glosa del informe") y, sobre todo, para responder a las preguntas 
que los congresistas les plantearan al respecto. 

Es importante destacar que aun saliendo mal librado de este tipo de 
' ' 0  interrogatorios" en los que se convierten las comparecencias, un Se- 
cretario de Estado no  está obligado a renunciar a su cargo, ni siquiera 
el Presidente tiene oMigaciósn alguna de removerlo por haber sido 
reprobado en la comisión legislativa. Aunque es cierto que una presión 
política demasiado intensa bien podría mover al Ejecutivo a tomar 
medidas más extremas, como la remoción del servidor público.ls 

16 Inclusive, aun teniendo la posibilidad de cunlplir con este mandato qiic la 
Constitución impone al Presidente con la entrega de un informe por escrito sola- 
mente, la oportunidad de contar con la atención de la nación es una oportunidad 
invaluable; "Taff comprobó que el informe oral es superior al escrito -éste último. 
fue el que se acostumbró en Norteamérica de Jefferson a \Vilson- porque, pode- 
mos interpretar, fija la atención del pueblo en la ceremonia y en lo que expresa e1 
presidente". CARPIZO, Jorge, "Informe del Presidente de la República", Diccionario 
Jurídico Mexicano, op .  cit., p. 1710. 

17 Se entiende por control el procedimiento de contraste de una acción realiza- 
da por un órgano o sujeto controlado con un parámetro que realiza un sujeto, 
controlador; esta relación puede ser de igualdad o bien de prevalencia. 

18 Recuérdese el caso del Secretario de Gobernación Emilio Chuayfet, quien a 
pesar de haber sido severamente criticado y descalificado por la Cámara de Dipu- 
tados (los partidos políticos de oposición le indicaron que no "gozaba de su con- 
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Si el primer párrafo del mencionado precepto establece una obliga- 
cibn a cargo del Poder Ejecutivo, el segundo establece una facultad 
del Legislativo: la de citar a los Secretarios de Estado, al Procurador 
General de la República, a los Jefes de los Departamentos Adrninis- 
trativos, así como a los Directores y Administradores de los organisn~os 
descentralizados federales o de las empresas de participación estatal 
mayoritaria, para que informen cuando se discuta en una Cámara Le- 
gislativa una ley o se estudie un negocio concerniente a sus respectivos 
ramos o actividades. 

Una importante diferencia entre las figuras en cuestión consiste en 
que la "glosa del informe presidencial" la realizan los Secretarios de 
Estado compareciendo ante las ~o~misiones especializadas del Congreso 
de la Unibn. En tanto que la facultad de  citación a los funcionarios 
señalados (que no  son enteramente los mismos) corresponde a cada 
Cámara en particular.19 

En opinión de Tena Ramírez "la Constituci6n no  autoriza a las Cá- 
maras para llamar ante ellas al  Presidente de la República.. . po,r et 
respeto debido a su investidura y en beneficio del equilibrio de  pode- 
res".20 Seguimos al autor en su opinión de que aunque el citatorio y 
el informe correspondan al Secretario es el Presidente el que propia- 
mente informa, y es su política la que, en su caso, p d r á  ser cuestiona- 
da. Además, "el Secretario de Estado no  va a defender ante las Cáma- 
ras mediante su informe, la política del gabinete, no  va a provocar un 
voto de aprobacibn o de censura de que dependa la vida del gabine- 
te.. . va simplemente a informar en no'mbre del Presidente, a ilustrar 
el criterio de las cámaras tocante a los hechos a que se refiere el in- 

Hace dos décadas Daniel Ctosío Villegas escribía que el artículo 93 
constitucional "ha sido una bonita transacción, porque mantiene el 
derecho del Congreso a recibir informes verbales del Ejecutivo, pero 
limitándolo a que sean citado's sólo los secretarios de Estado.. . el Con- 
greso, entonces, tiene ese derecho, y su ejercicio no  está sujeto a la 
aprobacibn del Presidente, y ni siquiera a su cono~imiento".~" 

fianza") no fue obligado a renunciar, sino que fue despedido del cargo mucho 
tiempo después y por causas ajenas a la voluntad de los diputados. 

19 Aunque la importancia política de la comparecencia puede llevar a que sea 
ante el pleno. 

20 Cit. supra nota 2,  p. 261. 
21 Cit. supra nota 2,  p. 262. 
22 Cosio VILLEGAS, Daniel, El estilo personal de gobernar, México, Joaquin Mor- 

tiz, 1979, p. 74. 
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E') Comision~s de investigación 

El último párrafo del artículo 93 de la Carta hIagna establece la fa- 
cultad de las Cámaras para, a solicitud de una cuarta parte de sus 
miembros, tratándose de la de Diputados, y de la mitad, en el caso 
del Senado, integrar comisiones con el fin de investigar el funciona- 
miento de los organismos descentralizados y de las empresas de parti- 
cipación estatal mayoritaria. Se menciona que los resultados de estas 
investigaciones se harán del conocimiento del Presidente de la Repú- 
blica. 

Son diversos los puntos de interés que sobresalen de lo expresado. 
Así: 

a) La facultad señalada es, a estas alturas de la reforma del Estado, 
merced a la cual el llamado sector empresarial (paraestatal), de la admi- 
nistración pública se ha reducido increíblemente poco operativa, pues- 
to que, de hecho, las principales corporaciones dignas de investigación 
se cuentan con los dedos de la mano: Pemex, CFE, COnasupo (esta 
última ya desaparecida prácticamente), Banobras, entre las principales. 

b) Se excluye totalmente a la Administración Pública Federal Cen- 
tralizada (Secretarías de Estado y Departamentos Administrativos, Pro- 
curaduría General de la República, etcétera) de la posibilidad de ser 
objeto de investigación por las comisiones legislativas que para el efec- 
to se integren, lo que es intolerable y antidemmático, por lo que la 
facultad de integrar comisiones de investigación debe abarcar, también, 
a las dependencias centralizadas.23 
c) Del último enunciado del párrafo del artículo 93 constitucio- 

nal se infiere que el único que conocerá de la secuela de las indaga- 
ciones será el Presidente. Lo que quiere decir que tales resultados no 
se harán públicos. Huelga señalar que esto atenta también contra la 
claridad que debe rodear a los asuntos de interés público, como sucede 
en todo sistema democrático que se respete. 

cF) No se prevé consecuencia jurídica alguna en caso de que el pro- 
ceso de investigación arrojare anormalidades, pero "aun cuando no se 
establezca expresamente, debe entenderse que si como resultado de la 
investigación se acredita que el titular de la dependencia en cuesti6n 
incurrió en alguna causal de juicio político.. . nada impide que dicho 

23 OROZCO HENR~QUEZ, J. Jesús, "Organizaci6n y funciones del Congreso", en 
Memoria del III Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional, t .  11, Mkxi- 
CO, UNAM, 1988, p. 1021. 
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juicio se sustancie e, independientemente del parecer del Ejecutivo, se 
destituya y/o se inhabilite al responsable. . .".24 

Esto último bien pudiera valer para las otras figuras que contenipla 
el artículo 93: la facultad de citar a los servidores públicos señalados 
expresamente en la Constitución y la obligaciirn de los Secretarios 
de Estado de informar al Congreso sobre el estado general que guar- 
dan sus respectivos ramos. 

e) "Los países.. . que pertenecen a la Commonwealth.. . han adop- 
tado el paradigma escandinavo del ombudsman como un comisionado 
parlamentario, como una extensión de las facultades de investigacih 
del Parlamento, pero con autonomía funcional y orgánica".25 El orn- 

budsman "es un órgano parlamentario que comprueba la actividad 
de la administración pública.. . nunca es órgano de control político. . . 
está sujeto únicamente a las directrices de carácter general y n u n a  
para casos específicos".2G 

De acuerdo con De Vergottini, aquél es un órgano "que interviene 
en casos de disfunciones administrativas, señalándoselas al ejecutivo, 
pero, sobre todo, aparece como una instancia parajurisdiccional que 
integra las insuficiencias en la tutela de los intereses individuales es- 
puestos a incidencias negativas de la acción administrativa.. .".27 

En palabras del primer Presidente de la Comisión Nacional de Dere- 
chos Humanos (CNDH), el ombudsman "es un organismo cuyo titular 
es un funcionario público de alto nivel, quien actúa con independen- 
cia pero es responsable ante el poder legislativo, recibe quejas en con- 
tra de autoridades y funcionarios, las investiga y emite recomendacio- 
nes y periódicamente rinde un informe público sobre el cumplimiento 
o no de sus recomendaciones y sugeren~ias".~s 

De lo dicho se desprende que la figura en cuestión es un instrumen- 
to de control del poder (específicamente de la administracibn pública), 
netamente democrático, producto de la necesidad de remplazar o re- 
forzar algunos de los controles tradicionales que se han debilitado o 
que ya no cumplen cabalmente con su finalidad o bien porque se crean 
nuevas competencias y formas del poder. 

u O~ozco HENRIQUEZ, ibid. 
25 FIX ZAMUDIO, H6ct01-, "Funcibn actual del Poder Legislativo", en El Poder 1.e- 

gisktivo en la actualidad, Mt'xico, Cámara de Diputados-UNAM, 1994, p. 24. 
26 DE VERGOTTINI, Giussepe, Derecho Constitucional Comparado, Madrid, Espasa- 

Calpe, 1986, p. 412. 
27 Ibidem. 
28 CARPIZO, Jorge, Derechos Humanos y Ombirdsman, México, Cbmisibn Nacional 

de Derechos Humanos-Instituto de Investigaciones Jundicas, 1993, p. 15. 
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El apartado B del artículo 102 constitucional es la base que sustenta 
la existencia del ombuctsman mexicano, tanto a nivel local como fede- 
ral, denominándose en este caso, como ya qued'ó anotado, Comisión 
Nacional de Derechos Humanos. Esta Comisión originalmente se creó - 
por decreto presidencial constituyéndose como un  organismo descon- 
centrado de la Secretaría de Gobernación, siendo su titular nombrado 
directamente por el presidente de la República. Esta característica no 
afectó en ningún momento la actuación de la Comisiíhn, beneficián- 
dose, es preciso decirlo, del desempeño de su primer presidente, Jor- 
ge Carpizo. 

Sin embargo, por decreto del 27 de  enero de 1992 se publica la re- 
forma constitucional que modificaba la naturaleza del organismo, pues- 
to que lo incorporaba a la Con~titució~n como un  &gano descentrali- 
zado con personalidad jurídica y patrimonio propios cuyo principal 
objetivo es la protecciún, obseiliancia, promoción, estudio y divulga- 
c i h  de los derechos humanos previstos por el orden jurídico mexica- 
no,29 "lo que significa que están comprendidos tanto los establecidos 
por la carta federal, como por las leyes ordinarias y por los tratados 
internacionales, ratificados por el gobierno mexicano y aprobados por el 
Senado de la República, ya que estos últimos se incorporaro'n al orden 
jurídico interno cle acuerdo con lo establecido por el articulo 133 cons- 
t i t u ~ i o n a l " . ~ ~  

En opinión de los últimos autores citadcs, la función primordial de 
la CNDIl consiste en el conocimiento de quejas en contra de actos u 
omisiones administrativos de cualquier autoridad o servidor público, 
con excepción de los del Poder Judicial de la Federación. De igual ma- 
nera la CNDH iio podrá conocer, según el artículo 7 de su ley, cn 
congwencia con lo mencionado en el apartado B del artículo 102 cons- 
titucional, de asuntos relativos a actos y resoluciones de organismos y 
aiitoridades electorales, resoluciones de carácter jurisdiccional, conflic- 
tos de carácter laboral y consultas formuladas por autoridades, particu- 
lares u otras entidades, sobre la interpretación de las disposiciones 
constitucionales y legales. 

Según Carpizo,"l las siguientes son caracterlsticas que hacen de la 
CNDH un  ombzsdFman: 

29 Articulo 1 de la Ley de la Comisión Kacional de Derechos Humanos de 29 de 
junio de 1992. 

30 FIX ZAMUDIO, Héctor y Frx FIERRO, Héctor, "Comentario al articulo 102", en 
Constitución Politica de los Estados Unidos Alexicnnos Co!/~entnda,  México, Porrúa- 
Instituto de Investigaciones Jurídicas, 1995, p. 1012. 

31 CARPIZO, Jorge, 01). cit., p. 18. 
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- La presentación de las quejas. 
- La facultad de investigación. 
- El acceso directo del quejoso al órgano. 
- La facultad de pedir toda la documentación relacionada con el 

caso. 
- La informalidad y antiburocratismo de su actuación. 
- Lo apolítico del cargo y de la función. 
- La independencia en el desempeño de ésta. 
- La gratuidad del servicio. 
- La elaboración de informes periódicos y públicos. 

G) Ratificación de no~vbranzientos 

Expresamente la Constituci6n señala ciertas restricciones a la facul- 
tad presidencial de nombramiento de servidores públicos. En este caso 
específico corresponde prioritariamente a la Cámara de Senadores la 
ratificación del nombramiento que el Presidente haga del Procurador 
Geiicral de la República, ministros, agentes diplomáticos, cónsules ge- 
neralcs, empleados superiores de Hacienda, coroneles y demás jefes 
superiores del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales, en los tér- 
minos que la ley disponga. Por otra parte, el nombramiento del Pre- 
sidente de la Comisión Nacional de Derechos Humanos será hecho por 
el Presidente de la República y mmetido a 12 aprobación de la CLma- 
ra de Senadores. 

"Mediante dicha intervención de uno de los órganos legislativos en 
la IunciGn administrativa, la separación de poderes se mitiga y resulta 
i i r i  acto mixto, en el que participan dos poderes"." La regla general 
sefiala que la ratificacih se realizarrí mediante la obtención de la ina- 
yoría simple; sin embargo, existen excepciones a tal regla en beneficio 
de la constriicción de decisiones consensadas entre varios partidos po- 
líticos, lo  que da mayor legitimidad al nombramiento. 

Además, la última parte de la fracción 11 del artículo 89 constitu- 
cional limita aún más (o así pretende) la referida facultad presiden- 
cial, al determinar que el Ejecutivo puede nombrar o remover a los 
demás empleados de la Uniósn pero debiendo observar lo que al respec- 
to se determine en la propia Ley Fundamental o en las leyes ordina- 
rias. Hoy día el Presidente se ve restringido. en lo que toca a la citada 
facultad por lo que dispone el apartado B del artículo 123, así como 

2 2  TENA RAM~REZ, cit. strpln nota 2, p. 416. 
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por lo que se establece en su Ley Reglamentaria, la Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado. 

Al fin y al cabo el Congreso "puede dictar leyes en que se establez- 
ca un procedimiento distinto para el nombramiento y remoción de 
una serie de funcionarios federales, sustrayendo esta facultad o, por lo 
menos limitándola, a1 establecer ciertos requisitos para [la] designa- 
ción"."3 Diferente a lo anterior, hay hip6tesis en las que el Senado, o 
la Cámara de Diputados, no sólo ratifica, sino que el nombramiento 
de los servidores públicos es un acto complejo, es decir, de extrema 
colaboración, del Ejecutivo y el Legislativo. Tal es el caso de: 
- La designación de los ministros de la Suprema Corte de Justitix 

de la Nación. Para llevarla a cabo el Presidente somete a considera- 
ción del Senado una terna de candidatos, de entre los cuales éste ele- 
girá, uno por el voto de las dos terceras .partes de sus miembros pre- 
sente. 
- El nombramiento tanto de los Magistrados Electorales que inte- 

gran la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 1n 
Federacibn, como de los que integran las Salas Regionales, puesto 
que serán elegidos todos por el voto de las dos terceras partes de los 
miembros presentes de la Cámara de Senadores, o en sus recesos por 
la Comisión Permanente, a propuesta de la Suprema Corte de Justicia. 
- Los Consejeros Electorales del Consejo General del Instituto Fe-- 

deral Electoral deben ser electos por el voto de las dos terceras partes 
de los miembros presentes de la mencionada Cámara de Diputados,. 
de entre los propuestos por los grupos parlamentarios existentes en ésta. 

H )  Aprobación de tratados y convenciones di~lomáticas 

Los artículos 76-1, 89-X y 133 de la Carta Federal establecen el me- 
canismo consistente en la celebración de tratados internacionales y 
convenciones diplomáticas por parte del Ejecutivo de la Unión y su 
necesaria y posterior aprobacion por parte del Senado de la República, 
con el objetivo de que aquellos, si están de acuerdo con la Constitu- 
ción, pasen a formar parte de la Ley Suprema de toda la UniOn, junto 
con la Carta Magna y las Leyes del Congreso de la Unión que emanen 
de éste. 

"Aun cuando la política internacional ha coastituido una prermp- 
tiva tradicional del Ejecutivo, ya que el Jefe del Estado es el represen- 

33 OROZCO HENR~QUEZ, Jesds J., cit. s u p a  nota 22, p. 1019. 
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tante del país en la comunidad internacional, sin embargo se ha esta- 
blecido de manera pciulatina la intervencidn del órgano legislativo 
para fiscalizar dicha política".34 El autor citado se refiere más adelante 
de manera específica a los principios de estricta observancia a los que 
se debe sujetar el Presidente en la conduccih de la política exterior 
mexicana y la celebración de tratados internacionales y convenciones 
diplomáticas. Estos principios "normativos" se asientan en el artículo 
89-X constitucional, siendo los de autodeterminación de los pueblos; 
la no intervenciírn; la solución pacífica de controversias; la proscrip- 
ciósn de la amenaza o el uso de la fuerza en las relaciones internacio- 
nales; la igualdad jurídica de los Estados; la cooperación internacional 
para el desarrollo; y la lucha por la paz y la seguridad internacionales. 

La intervención del Senado en el acto en cuestih se traduce en un 
importante mecanismo de control, mismo que le permite a éste deli- 
berar y decidir sobre la orientación política del Estado mexicano.35 Sin 
embargo, esta facultad de control del Senado se ve gravemente dismi- 
nuida por la figura de los acuerdos interinstitucionales a los que hace 
mención la Ley sobre Celebración de Tratados, en sus artículos 1 y 2. 

"La celebracibn de un tratado se integra en nuestro derecho público 
interno por la concurrencia de dos voluntades como son la del Presi- 
dente y la del Senado". Así, la intervención de éste, mediante la apro- 
bación, "es un acto intermedio entre otros dos q,ue pertenecen al de- 
recho internacional, a saber: la conclusi6n del tratado por los pleni- 
potenciarios y su ratificacih por el Pre~idente".~~ 

Es de hacer notar que la referida atribución del Senado es tan s6lo 
para aprobar y no implica la de aconsejar (o "dar las bases", "fijar las 
condiciones", "fijar las reglas" para la negociación del tratado o la con- 
vención diplomática); esto a diferencia de lo que sucede en países como 
Estados Unidos o España en los que el Congreso tiene un papel activo 
en la negociación previa a la conclusión del tratado, ya sea asesorando 
directamente o bien dando las bases sobre las cuales ha de celebrarse 
el instrumento de derecho internacional. 

1) Controles financieros 

Nuestro Congreso cuenta principalmente, con: 

34 FIX ZAMUDIO, Héctor, cit.  supra nota 24, p. 28. 
35 OROZCO HENI~QUU, cit.  supra nota 22, p. 1018. 
36 TENA RAM~REZ, ci t .  supra nota 2, p. 420. 
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1. Aprobación de la Ley de Ingresos. 
2. Aprobación del Presupuesto de la Federación. 
3. Revisión de la Cuenta Pública. 
4. Dar las bases para que el Ejecutivo celebre empréstitos sobre el 

crédito de la Nacibn, así como la aprobación de los mismos. 
Los dos primeros actos prevén situaciones futuras, en tanto que el 

tercero se refiere a una situación pasada. La cuarta facultad se bifurca 
puesto que implica aspectos previos y posteriores. En general puede 
decirse que las legislaturas al considerar "alguna iniciativa, [cualquie- 
ra que sea], examinan la administración en particular, utilizan la 
oportunidad de la legislación financiera para encontrar el uso por el 
gobierno del dinero asignado o lo que se propone hacer con lo solici- 
t a d ~ " . ~ ?  Así queda claro que el Ejecutivo "está sujeto tanto a las re- 
glas del presupuesto anual como a la vigilancia permanente del empleo 
de los recursos económicos y financiero's, así como a la cuenta pública, 
para evitar extralimitaciones del manejo de los fondos públicos".38 

El presupuesto, la contabilidad y el gasto público federal se norman 
y regulan por lo dispuesto en la ley así denominada, misma que será 
aplicada por el Ejecutivo Federal a través de la ya inexistente Secre- 
taría de Programación y Presupuesto.39 Merced a la desaparición de 
esta última corresponde tal competencia a las Secretarías de la Con- 
traloría y Desarrollo Administrativo y a la de Hacienda y Crédito 
Público. La legislación referida debe ser también ejecutada por la 
Contaduría Mayor de Hacienda de la Cámara de Diputados. Inclusive 
el artículo 11 establece la obligacidn de la Secretaría de Programación 
y Presupuesto de proporcionar, a solicitud de los diputados al Con- 
greso de la Unión, todos los datos estadísticos e información general 
que puedan contribuir a una mejor comprensión de las proposiciones 
contenidas en el Proyecto de Presupuesto de la Unión, todos los datos 
estadísticos e información general que puedan contribuir a una mejor 
comprensión de las proposiciones contenidas en el Proyecto de Presu- 
puesto de Egresos de la Federacih. 

Por lo que toca a la Cuenta Pública del Gobierno Federal, se en- 
tiende por tal la constituida por los "estados contables y financieros 
y demás información que muestran el registro de las operaciones deri- 
vadas de la aplicación de las leyes de Ingresos y del ejercicio del [los] 

37 OROZCO HENRIQUEZ, cit. supra nota 22, p. 1018. 
38 Fní ZAMUDIO, cit. supra nota 24, p. 22. 
39 Artículo 1 de la ley referida. Salta a la vista lo anacrbnico de la regulación 

jurídica de un tema tan escabroso y fundamental para controlar al Presidente. 
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Presupuesto [S] de Egresos de la Federaciíun y del Departamento del 
Distrito Federal, la incidencia de las mismas operaciones y de otras 
cuentas en el activo y pasivo totales de la Hacienda Pública Federal 
y de la del Departamento del Distrito Federal, y en su patrimonio 
neto, incluyendo el origen y aplicació'n de los recursos, así como el re- 
sultado de las operaciones del Gobierno Federal y del Departamento 
del Distrito Federal y los e~~tados detallados de la Deuda Pública Fede- 
ral. Así mismo forman ,parte de la Cuenta Pública los estados presu- 
puestales y financieros, comprendiendo el origen y aplicación de los 
recursos y el de recursos obtenidos en el ejercicio por las operaciones 
de los organismos de la Administración Pública Paraestatal, sujetos a 
control presupuestal, de acuerdo con las leyes de Presupuesto, Conta- 
I~iiidad y Gasto Público Federal y General de Deuda Públi~a".~O 

El artículo 16 del mismo ordenamiento señala que las entidades 
p n d r á n  a disposici6n de la Contaduría Mayor de Hacienda los datos, 
y documentos justificativos y comprobatorios del ingreso y del gasto 
público que manejen, así como los programas y subprogramas corres- 
pondientes para la evaluación de su cumplimiento. 

Por otra parte se establece, en el precepto 1 de la Ley Orgánica de 
la Contaduría Mayor de Hacienda, que ésta es un órgano técnico de la 
Cámara de Diputados, la cual tiene a su cargo la revisibn de la Cuenta 
Pública del Gobierno Federal. Cbmo autoridad ejecutiva de la CMH 
se encuentra un Contador Mayor, el cual es designado por la Cámara 
de Diputados de una terna propuesta por la Clomisión de Vigilancia, la 
cual a su vez es el vehículo de comunicaci6n entre la primera y la se- 
gunda. El Contador Mayor será inamovible durante el término de 
ocho años, pudiéndosele designar para otro periodo similar. 

Entre las principales atribuciones de la Contaduría Mayor de Ha- 
cienda se encuentran: 

a) La de verificar si el Poder Legislativo, el Poder Judicial, la Pre- 
sidencia de la República, las Secretarías de Estado y los Departamen- 
tos Administrativos, la Procuraduría General de la República, los 
organismos descentralizados, las empresas de participación estatal ma- 
yoritaria, los fideicomisos en los que el fideicomitente sea el Gobierno 
Federal, o los últimos organismos mencionados, realizaron sus opera- 
ciones, en 10 general y en lo particular, con apego a las leyes de ingre- 

40 Así lo expresa el artículo 14 de la Ley Orginica de la Contaduria Mayor de 
Hacienda. 
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sos y a los presupuestos de egresos de la Federación (artículo 3-I- 
LOCMH). 

b) Elaborar y rendir a la Comisión de Presupuesto y Cuenta de la 
Cámara de Diputados informes previos y definitivos sobre el resultado 
del ejercicio de la facultad'anterior (artículo 3-11). 

c)  Fiscalizar los subsidios concedidos por el Gobierno Federal a los 
Estados, a los Organismos de la Administración Pública Paraestatal, 
a los Municipios, a las instituciones privadas o a los particulares, cua- 
lesquiera que sean los fines de su destino, así como verificar su aplica- 
ción al objeto autorizado (precepto 3-111). 

d) Promover ante las autoridades competentes el financiamiento de 
responsabilidades que resultaren del ejercicio de sus atribuciones arri- 
ba mencionadas (artículo 3-IX). 

Como puede notarse claramente la Contaduría Mayor de Hacienda, 
formalmente, es, o debiera ser, un gran órgano de control que limita 
el desmedido gasto, el faraónico derroche financiero de la administra- 
ción pública federal. 

En lo referente a la revisión de la Cuenta Pública del Distrito Fede- 
ral es necesario señalar que el Estatuto de Gobierno del mismo concede 
a la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, en su artícu- 
lo 42, fraccion XII, la facultad de analizar los informes trimestrales 
que le envíe el Jefe del Distrito Federal, sobre la ejecuci0.n y cumpli- 
miento de los presupuestos y programas aprobados. Los resultados d e  
dicho análisis se considerarán para la revisión de la Cuenta Pública 
que realice la Contaduría Mayor de Hacienda de la propia Asamblea. 
Expresamente el artículo 43 del señalado Estatuto de Gobierno, esta- 
blece que para la revisión de la cuenta pública, la asamblea dispondrá 
de un órgano técnico denominado Contaduría Mayor de Hacienda de 
la Asamblea. El segundo párrafo del referido precepto legal indica 
que la revisión de la cuenta pública respecto del gasto autorizado y el 
ejercido, tendrá por objeto conocer de manera general los resultados 
financieros de la gestih de gobierno del Distrito FederaL41 

41 El 14 de junio de 1995 fue publicada en el Diario Oficial de la Federacicin 
Ia Ley Orgánica cle Ia Contaduna Mayor de Hacienda de la Asamblea de Repie- 
sentantes del Distrito Federal, en cuyo articulo quinto transitorio se determina que 
todos los asuntos que se encontraran en tramite en la CMH de la Cámara de 
Diputados del Congreso de la Unión, en la fecha en que entr6 en vigor la comen- 
tada ley, y que conforme a las disposiciones de la misma fueran de la competencia 
de la CMH de la Asamblea de Representantes del Distrito Federal, continuarán 
tramitándose en la misma Contaduría en que estuvieran radicados, hasta su reso-. 
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J) Responsabilidad de 20s seruidores públicos 

Según nuestra C'onstitución, en su numeral 108, se reputan como 
servidores públicos: 
- Los representantes de elección popular (senadores, diputados, asam- 

bleistac del Distrito Federal). 
- Los miembros de los Poderes Judicial Federal y ~udicial del Dis- 

trito Federal. 
- Los funcionarios y empleados y, en general, toda persona que 

desempeñe un empleo, cargo o comisibn de cualquier naturaleza en 
la Administración Pública Federal o en el Distrito Federal. 

Todos los enumerados serán responsables por los actos u omisiones 
en que incurren en el desempeño de sus respectivas funciones. La Carta 
Magna contempla cuatro distintos tipos de responsabilidades de los 
servidores arriba anotados, además, en ejercicio de la facultad que le 
concede el preámbulo del artículo 109 constitucional, el Congreso de 
la Unión expidió el 30 de diciembre de 1982 la Ley Federal de Res- 
ponsabilidad de los Servidores Públicos, misma que se publicí, el día 
siguiente en el Diario Oficial de la Federación, la cual regula las si- 
guientes responsabilidades de los servidores públicos: 

a) La penal. Expresamente el artículo 109-11 indica que la comision 
de delitos por parte de cualquier servidor público será perseguida y 
sancionada en los términos de la legislación penal. En el numeral 11 1 
se especifica que para proceder penalmente contra los Diputados y 
Senadores al Congreso de la Unibn, los Ministros de la Suprema Cor- 
te. los Consejeros de la Judicatura Federal, los secretarios de Despa- 
cho, los Jefes de Departamento Administrativo, los Representantes a 
la Asamblea del Distrito Federal, el titular del órgano de gobierno del 
Distrito Federal (o sea, el Jefe del Gobierno), el Procurador General 
de la República, el Procurador General de Justicia del Distrito Fede- 
ral, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, la 
Cámara de Diputados previamente tiene que declarar por mayoría 
absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a pro- 
ceder contra el inculpado. Si ésta declara que es adecuado el continuar 
con el procedimiento penal, es decir, si la Cámara suspende la inmu- 
nidad al servidor público, éste quedará a disposición de las autoridades 
competentes para que actúen con arreglo a la ley. Pero si la resolución 
de la Cámara fuese negativa se habrá de suspender el procedimiento 

lución. El sexto transitorio dicta que se dcrogan todas las disposicioncs que se 
opongan a la presente ley. 
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penal, sin que ello se convierta en un obstáculo para que la imputa- 
ci6n de la comisión del delito continúe su curso cuando el inculpado 
haya concluido el ejercicio de su encargo, puesto que la declaración 
de procedencia que realiza la multicitada Cámara de Diputados no 
prejuzga los fundamentos de la imputació'n. Las declaraciones y reso- 
lucio~nes de ésta son inatacables. 

En opinió~n de Tena Ramírez la Cámara de Diputados no  absuelve 
ni condena ". . sino que sólo lleva a cabo o no el acto indispensable 
para que el acusado quede a merced de la potestad judicial común, el 
acto consistente en separarlo de su encargo, único medio de suspmder 
el fuero" 42 del que goza el servidor público como tal. Así, y en conso- 
nancia con la Constitución, "es el juez de orden común quicn co~no~ceri 
del proceso y aplicará en su caso la pena, una vez que el presunto res- 
ponsable pierde la inmunidad por la resolución de la Cámara o por 
haber expirado el tiempo natural de su encargo".43 

b) La  administrativa. En la fraccidn 111 del artículo 109 se derer- 
mina que se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públi- 
cos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad 
imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de sus 
empleos, cargos o comisiones. De igual manera el artículo 113 consti- 
tucional menciona que las leyes sobre responsabilidades administrati- 
vas de los servidores públicos, determinarán sus obligaciones a fin de 
salvaguardar la lega,l;idad, honradez, lealtad, im~arcialidud y eficiencia 
en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos o comisiones. De- 
termina el mismo preceptol que las sanciones aplicables a los servidores 
públicos que incurran en acciones u omisiones (y que redunden en el 
menoscabo de las características antes anotadas) consistirán, además 
de las que las leyes señalen, en suspensión, destitución e inhabilitación, 
así como en sanciones económicas. 

Es el capítulo 11, del título 11, de la Ley Federal de Responsabili- 
dad de los Servidores Públicos el que se denomina "Sanciones admi- 
nistrativas y procedimientos para aplicarlas", correspondiendo su apli- 
cación, por regla general, a la Secretaría de la Contraloría y Desaxro~llo 
Administrativo, cuyo titular es nombrado y removido libremente por 
el Presidente de la República. 

Respecto a la mencionada Ley, convendría hacer una brevísima aco- 
tación, ya que el artículo primero de la misma señala que es reglamen- 

42 TENA RAM~W, cit. supi-a nota 2, p. 562. 
43 TENA RAM~REZ, cit. supra nota 2, p. 563. 
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taria del título cuarto de la Constitución, en materia de, entre otras: 
las obligaciones en el servicio piúblico, las responsabilidades y sancio- 
nes adrninist~ativas en el senricio público, asi como las que se deban 
resolver mediante juicio potitico. En el siguiente artículo, el 2, se indi- 
ca que son sujetos de la ley los servidores públicos mencionados en el 
púrrafo primero y terceyo del articulo 108 constitucional y todas aque- 
llas personas que manejen o apliquen recursos económicos federales. 
Nátese que el presidente de la República no es mencionado, como ser- 
vidor público, en ninguno de los párrafos constitucionales indicados 
p r  la ley, sino en el segundo, el cual previene que, durante el tiempo 
de su encargo, el presidente sólo podrá ser acusado por traición a la 
Patria y delitos graves del orden común . 

c) La politica. Esta responsabilidad se exige mediante el denomina- 
do juicio político y está prevista en los artículos 108, 109, 110 y 114 de 
la Constitución, así como en el capítulo 1 del título segundo de la 
ley reglamentaria de la materia. Son sujetos de juicio político los 
Senadores y Diputados al Congreso de la Unión, los Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, 10s Consejeros de Ia Judicatu- 
ra Federal, los Secretarios de Despacho, los Jefes de Departamento 
Administrativo, los Representantes a la Asamblea del Distrito Federal, 
el titular del órgano u órganos de gobierno del Distrito Federal, el 
Procurador General de la República, el Procurador General de Justicia 
del Distrito Federal, los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, 
10s Magistrados y Jueces del Fuero Común, los Consejeros de la Judi- 
catura del Distrito Federal, los Directores Generales o sus equivalentes 
de los organismos descentralizados, empresas de participación estatal 
mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos 
piúblicos. 

Tratándose de los gobernadores de los Estados, diputados locales, 
Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia locales y, en su 
caso. Consejeros de las Judicaturas locales, son responsables de viola- 
ciones graves a la Constitucián y a las leyes federales que de ella ema- 
nen, así como del manejo indebido de fondos y recursos federales, pero 
lo importante es señalar que en este caso la intervencih del Congreso 
de la Unión se limita a declarar la responsabilidad política del sujeto 
al procedimiento de juicio político, remitiéndose el expediente y la 
resolución respectiva a las Legislaturas locales para que, en ejercicio 
de sus atribuciones constitucionales, y dentro de una divisibn de p d e -  
res entre la Federación y las entidades federativas, resuelvan lo que a 
su derecho convenga. 
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Procede el juicio político cuando alguno de los mencionados servi- 
dores públicos, en d ejercicio de sus funciones, incurran en actos u 
omisiones que redunden en perjuicio de los intereses públicos funda- 
mentales o de su buen despacho; tales como: 

a) El ataque a las instituciones democráticas. 
b) Ed ataque a la forma de gobierno republicano, representativo, 

federal. 
c)  Las violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales 

y sociales. 
d) El ataque a la libertad del sufragio. 
e)  La usurpación de atribuciones. 
f )  Cualquier infracción a la Constitución o a las leyes federales 

cuando cause perjuicios graves a la Federación, a uno o varios Estados 
de la misma o de la sociedad, o motive algún trastorno en el funcio- 
namiento normal de las instituciones. 

g) Las omisiones de carácter grave en los términos del inciso ante- 
rior, y 

h) Las violaciones sistemáticas o graves a los planes, programas y 
presupuestos de la administraubn pública federal o del Distrito Fede- 
ral y a las leyes que determinan el manejo de los recursos económicos 
federales y del Distrito Federal.44 

El artículo 114 de la Carta Magna señala que el procedimiento de 
juicio político sólo podrá iniciarse durante el periodo en el que el 
servidor público desempeñe su cargo y dentro de un año después. Las 
sanciones correspondientes se aplicarán en un periodo no mayor de un 
año a partir de iniciado el procedimiento. 

Es lógico que se determine lo anterior puesto que lo que se busca 
con el juicio político es castigar el mal desempeño de un representante 
popular o de un servidor público de primer nivel. Esto se desprende 
de la lectura del tercer párrafo del numeral 110 co~nstitucional, puesto 
que menciona que las sanciones del juicio político consistirán en: 

a) La destitución del seruidor público, y 
b) Su inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, cargos o 

comisiones de cualquier naturaleza en el servicio @iblico. 
Se ve, pues, claramente, que el llamado juicio político tiene muy 

poco o nada de judicial, puesto que lo que se somete a juicio no es un 
acto delictivo o ilícito en sí mismo, sino una actuación política desa- 

.44 Esto lo dispone el articulo 7 de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos. 
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certada o nociva para el país. De ahí que el inicio del juicio políti- 
co dependa del momento histórico que se viva, de los conceptos políticos 
vigentes, de la relación de fuerzas políticas, de la presión popular, de 
la conveniencia del mismo para los principales actores políticos, etcé- 
tera. En otras palabras, el juicio o la exigencia de la responsabilidad 
políticos, depende enteramente de la oportunidad con que se presen- 
te, quedando en manos de los congresistas la total iniciativa para su 
inicio. 

K )  La resfion~n bilidad del Presidente 

La expresión de Gabriel Zaid de que en nuestro país el Presidente 
de la República es "como Dios: creador de todo y responsable de nada", 
puede sonar, en principio, demasiado exagerada. Sin embargo, parece 
ser que no estaba tan equivocado el ensayista. 

A pesar de que se entiende por servidores públicos, entre otros, los 
representantes de elección popular, y que dentro de éstos es muy lúgico 
que se incluya al Presidente, puesto que es electo directamente por el 
pueblo mediante sufragio universal, libre y secreto, resulta que no es 
así, y que el mismo es un caso especial de los que regula el título cuar- 
to de la Constitució~n. 

En efecto, el segundo párrafo del numeral 108 dispone que el Eje- 
cutivo Federal, durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser acusado 
por traición a la Patria y delitos graves del orden común. Por si fuera 
poco, al regular el procedimiento previo de suspensión de la inmuni- 
dad para proceder penalmente contra el Presidente se establece de que 
a éste "sólo habrá lugar a acusarlo ante la Cámara de Senadores en 
los términos del articulo 110" (cuarto párrafo del artículo 111). Es 
necesario analizar estos preceptos: 
a) Durante el tiempo de su encargo, lo cual quiere decir que du- 

rante seis años, salvo que el Presidente cometa un terrible crimen y 
se dé la extraña circunstancia de que no cuenta con una mayoría fiel 
en el Congreso, aquél gobernará inexcusablemente, para bien.. . o para 
mal. O planteándolo diferente: ¿Cómo despedir a un Presidente inep  
to? En nuestro país esto, además de que puede resultar sacrílego e 
impensable, es imposible. Formalmente, constitucionalmente, no hay 
mecanismos que faciliten al pueblo la revocaci6n del mandato sexenal 
que confirieron al candidato triunfador en las elecciones presidenciales. 

b) El Presidente, durante su encargo, sólo podrá ser acusado por 
traición a la Patria y delitos graves del orden común. Mucho se es- 
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peculá al respecto de cuáles podrían ser los delitos a los que hace re- 
ferencia e1 transcrito enunciado constitucional. Hoy en día es el ar- 
tículo 194 del Código Federal de Procedimientos Penales el que a la 
letra dice en su párrafo sexto: "Se califican como delitos graves, pul-c~ 
todos los efectos legales, por afectar de manera importante valores 
fundamentales de la sociedad, lo's previstos en los siguientes artículos 
del Cóldigo Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común 
y para toda la República en Materia de Fuero Federal.. ." y a conti- 
nuación una larga lista de delitos, de entre los cuales destacan: homi- 
cidio por culpa grave (artículo 60, tercer párrafo); traición a la Patria 
(artículos 123-127); genocidio (artículo 149 bis); evasión de presos 
(artículos 150 y 152); contra la salud (artículos 194, 195, primer párra- 
fo, 196 bis, 197 primer párrafo, 198 primera parte del tercer párrafo); 
violación (artículo 265-266 bis); extorsiósn (artículo 390); tortura (artícu- 
lo 4 de la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura), y más. 

La comisión de  estos delitos por el Presidente de la  República (hipo- 
téticamente claro), debería realizarse en el Distrito Federal, puesto que 
únicamente ahí es aplicable el mencionado código con carácter de 
norma local. Para acusar al presidente de la comisión de delitos graves 
del orden común en otra entidad federativa se tendría que estar a lo 
que por delito grave se entiende en la legislación de cada entidad fe- 
derativa. 

Sin embargo, queda la duda: ¿qué entendió. el Constituyente Origi- 
nario por "delitos graves del orden común"? Si atendemos a la evolu- 
ción que tuvo el artículo 108 constitucional a lo largo de estos aiios 
nos daremos cuenta que aquél diferenció entre "delitos oficiales" y 
"delitos comunes". Los primeros son los que ahora podemos identifi- 
car como causales d e  la exigencia de la responsabilidad política o bien 
como actos u omisiones que realizan los servidores públicos ~eñalado~s 
en el primer párrafo del artículo 108 y que redundan en perjuicio de 
los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho. De esta 
manera se absolvió a pviori al Presidente mexicano de  toda clase de 
responsabilidad política. Seguramente esto motivó la expresión de don 
Raúl Cárdenas d e  que "un rey no  se puede equivocar, ni el Presiden- 
te de México tampoco".45 

c) Aunque el Presidente fuera acusado de cualquiera de los delitos 
graves que ya anotamos, esto no  implica que deba ser desaforado como 

45 CÁRDENAS, Raúl F., Responsabilidad d e  los funcioiiririos pt¿blico~, México, Po- 
rrúa, 1982, p. 49. 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1999. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho

http://www.juridicas.unam.mx
http://biblio.juridicas.unam.mx


cualquier otro servidor público y puesto a disposición de la justicia 
común. De la lectura de los preceptos constitucionales se infiere que 
el Presidente, aún si hubiese sido acusado de una violación o de trá- 
fico y posesión de estupefacientes o psicotrópicas o por homicidio por 
culpa grave, debe ser juzgado conforme al piocedimiento previsto para 
el juicio político: 

1. La Cámara de Diputados procederá a la acusación respectiva ante 
la de Senadores, previa declaración de la mayoría absoluta del númeio 
de los miembros presentes en sesi6n y después de haber sustanciado el 
procedimiento respectivo concediendo audiencia al inculpado. 

2. Conociendo de la acusación el Senado, erigido en jurado de sen- 
tencia, aplicará la sanción correspondiente mediante resolución de las 
dos terceras partes de los miembros presentes en sesión, una vez prac- 
ticadas las diligencias correspondientes y con audiencia del acusado. 

3. Las declaraciones y resoluciones de las Cámaras son inatacables. 
4. Las sanciones consistirán en la destitución del servidor público 

y en su inhabilitacibn para desempeñar funciones, empleos, cargos o 
comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público. 

Se ve claramente que se disfraza de juicio político uno que debe de 
ser totalmente judicial, puesto que corresponde al Ministerio Público 
y a la Policía Judicial la persecución de los delitos y a la autoridad 
judicial la imposición de las penas que éstos merezcan. {Qué objeto 
tendría que, por la comisión del delito de violación, el Presidente 
fuera destituido? En otras palabras: debiera procederse primeramente 
al desafuero de éste, función a cargo de la Cámara de Diputados, 
con el fin de que "el sujeto [el Presidente en este caso] quedara a 
disposición de las autoridades competentes [es decir, las judiciales] 
para que actúen con arreglo a la ley". Si como resultado del juicio pe- 
nal correspondiente se determinase que el sujeto que ocupb el cargo 
de Presidente de  la República es inocente del delito que se le imputa, 
y si aún corriere el periodo para el cual fue electo, el mismo debe 
regresar a terminar de cumplir con su mandato, puesto que la sepa- 
ración del cargo se llevó a cabo únicamente para facilitar su juzga- 
miento, pero de ninguna manera se realizó como sanción a una con- 
ducta supuestamente delictiva. 

En este sentido la Constitución de 1857 fue menos desafortunada, 
puesto que en su artículo 103 señalaba que durante el tiempo de su 
encargo el Presidente sólo podía ser acusado por los delitos de trai- 
ciím a la Patria, violación expresa de la Constztución, ataques a 10 
lzbertad electoral y delitos graves del orden común. Tal vez en la ac- 
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tualidad y en medio de la tendencia a "judicializar a la política" 
pudiera operar la causal segunda de las indicadas, combinándola con 
los mecanismos de solución de controversias constitucionales y de ac- 
ciones de inconstitucionalidad que se prevén en el actual artículo 105 
de la Carta Magna. 

L) Rabasa o cle la supremaciá del Poder Legidativo 

En el libro clásico La Constitución y la dictadura, don Emilio, al 
realizar un agudo examen del funcionamiento de las instituciones po- 
líticas mexicanas del siglo pasado, contrastándolo con el dicho de la 
norma constitucional, señaló magistralmente lo siguiente: ". . .el Presi- 
dente reúne elementos de fuerza que le dan superioridad en la lucha 
con el Congreso; dispone materialmente de la fuerza pública, cuen- 
ta con el ejército de empleados que disponen de él, tiene de su parte 
el interés de los que esperan favores, y arrastra por lo común las sim- 
patías populares, que sólo en momentos de agitacián intensa gana la 
personalidad colectiva y casi anónima de una asamblea legislativa; 
pero dentro del orden constitucional.. . la superioridad del Congreso 
es indiscutible por su sola facultad de dictar las leyes a que la nación 
entera y el mismo Poder Ejecutivo tienen que someterse. El peligro, 
pues, de la invasión que altere la estabi1ida.d de las instituciones, está 
principalmente en el abuso que el Congreso puede hacer de sus atri- 
buciones legítimas, por más que esto parezca paradójico en nuestro 
país, porque nunca hemos vivido bajo el régimen constitucional y, 
por consiguiente, la preponderancia ha estado del lado del E jecu t iv~" .~~  

111. SISTEMA DE GOBIERNO 

"Entendemos por sistema de gobierno la existencia de dos o más 
detentadores del poder, cada uno de ellos con competencia otorgada 
constitucionalmente y que al actuar tiene obligación de cooperar con 
el otro u otros en la constitución de la unidad estatal que se manifies- 
ta en la real estructura del poder político de una ~oQedad".~7 Y serán 
las relaciones entabladas entre el poder ejecutivo y el poder legislati- 
vo las que determinen el sistema de gobierno. 

413 RABASA, Emilio, La Constitztciótz y la dictadura, México, Porrúa, ya. ed., 1990, 
p. 141. 

47 CARPIZO, Jorge, cit. supra nota 1, p. 271. 
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Para Juan Linz el presidencialismo se caracteriza, esencialmente, por 
la inamobilidad del presidente, el cual es elegido directamente por el 
pueblo, lo que lo hace independiente del con gres^."^ Sartori señala 
que un sistema es presidencial si, y sblo si, el presidente (jefe de Esta- 
do) es electo popularmente; es inamovible por el Congreso (salvo con- 
tados y raros cacos) y encabeza a un gobierno que él mismo f0rma.~9 

Como salta a simple vista es obvio que el mexicano ha de ser con- 
siderado un sistema presidencial: 
- Nuestro Presidente es Jefe de Estado y de Gobierno a la vez. 
- Es electo popularmente. 
- Para un periodo previamente establecido y "rígido". 
- No puede ser obligado a dejar el cargo por un voto de censura o 

de no confianza del Congreso, cuyos miembros son electos igualmente 
de manera popular y directa. 
- Nombra y remueve libremente a los Secretarios de Estado y Jefes 

de Departamentos Administrativos. 
A últimas fechas se ha abierto un interesante debate en torno a la 

conveniencia o inconveniencia del sistema en cuestión para los países 
latinoamericanos, como resultado de la teorizaciún de los fenbmenos 
políticos conocidos como "transiciones políticas", consistentes en el paso 
de un gobierno autoritario o descaradamente dictatorial a otro de 
naturaleza democrática. Generalmente este cambio de sistema político 
va aparejado de la refundación del Estado, que se traduce, casi siem- 
pre, en el establecimiento de una nueva co~nstitución y el cambio de 
modelo de desarrollo económico. 

En palabras de Jaime Cárdenas "la palabra transición, a partir de los 
años sesenta se comenzb a us.ar con más frecuencia para significar 
los procesos de cambio de regímenes no  democráticos a otros que F e -  

4s "An executive with considerable powers in the constitution and generally 
with full control of the composition of his cabinet and the administration is elected 
by the people.. . for a fixed period of time and is not dependent on a formal 
vote of confidence by democratically elected representatives in a parliament; the 
president is not only the holder executive power but the symbolic head of the 
state and cannot be dimissed, except in rare cases of impeachment, between elec- 
tions". LINZ, Juan J., "Presidential or Parliamentary Democracy: Does it  Make a 
Difference?", en The Failure of Presidential Democracy. EUA, John Hopkins Uni- 
versity Press, 1994, p. 6. 

49 "The head of the state (president) (1) receives office by popular election, (2) 
during his preestablished tenure cannot be discharged by parliamentary vote, and 
(3) heads the government or gavernments, which he appoints". SARTORI, Giovanni, 
"Neither Presidentialism nor Parliamentarism" en The Failure of Presidential De- 
momacy, @. cit.. p. 106. 
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tendían transformarse en democráticos".50 Así, se conocen como tran- 
sicio'nes democráticas las mutaciones potlíticas, económicas y sociales 
que, a lo largo de más de quince añots, se han presentado en países tan 
disímbolos como España, Portugal, Grecia, Polonia, Checoslovaquia, 
Corea del Sur, Brasil, Chile, Paraguay, Argentina y o'tros. 

Resultado de las reflexiones teóricas so'bre las transiciones a la demo- 
cracia se presenta el debate: ¿qué sistema es el más conveniente para 
llevar a cabo una transicibn feliz, el presidencial o el parlamentario? 
¿Qué ventajas ofrece uno y otro? {Cuál es el más democrático? <Cuál 
funciona mejor? Y cuestiones parecidas. 

México inauguró en 1977 una etapa que no concluye aún: la modi- 
ficación ,de su sistema político. Se ha hablado incluso de una "transi- 
ción mexicana". Los debates y acuerdos partidistas referentes a la re- 
forma del Estado, hoy en marcha, tienen como principal punto común 
el reconocimiento de los cambios que están sufriendo y deben sufrir 
las principales instituciones políticas nacionales. Tal vez sea esto lo que 
se ha denominado transición mexicana. De ahí que nazcan las dudas: 
¿Es que México necesita, en verdad, un cambio total de sistema de 
gobierno? <Nos conviene más un sistema parlamentario? Intentaremos 
responder. 

En primer lugar echemos un leve vistazo a las "desventajas del pre- 
sidencialismo". Según Linz la más grave de éstas la constituye lo que 
él denomina "la rigidez del prsidencialismo". Entiende por rigidez el 
hecho de que tanto el Presidente como los miembros del Congreso son 
elegidos por el pueblo, lo que los torna, a ambos, autó~nomos uno, de 
otro.51 Además, y aunado a lo anterior, hay que tener en cuenta que 
al ser electos directamente por el pueblo tanto el Presidente como el 
Congreso gozan ambos de una legitimidad democrática tal que, en caso 
de que la mayoría del segundo represente una opción política dife- 
rente a la que a'poya el Presidente y surja un conflicto entre ambos, 
se puede plantear la pregunta: ¿Quién, bajo tales circunstancias, está 
mejor legitimado para hablar en nombre del pueblo: el Presidente o 
la mayoría del Co'ngreso que se opone a su política? 

Tomando el caso chileno como paradigma el autor deja en el aire 
una a'dvertencia: en tal caso, y en virtud del impasse en d que cae la 

50 CÁRDENAS, Jaime, Transicih politica y cambio constitucional, México, Insti- 
tuto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, México, 1994, p. 19. 

51 "Both the president and the congress are elected for a fixed term, the pre- 
sidentes tenure in office is independent of the legislature, and the survival o£ the 
legislature is independent of the president". LINZ, cit. supra nota 47, p. 8. 
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función gubernativa, s61o hay dos soluciones: el sometimiento del 
Presidente o el golpe de Estado. Allende no se sometió y todos cono- 
cemos la historia. 

Los argumentos de Linz contra el sistema presidencial son contun- 
dentes, tanto que el objetivo principal de su trabajo citado constituye 
ese precisamente, el ataque total al sistema presidencial, olvidando casi 
la proposición del parlamentario co'mo un sistema más adecuado, por 
más democrático y menos riesgoso. Definitivamente, el debate sobre 
el tema es apasionante y por demás fructífero. "La distinción en tor- 
no al tipo de régimen, presidencial o parlamentario, es más que una 
discusión académica. Se trata de saber si en una democracia el régimen 
presidencial posee mayores ventajas que el parlamentario. . 

Sin embargo, es menester que a estas alturas se reflexione y se cues- 
tione cuál de las formas de gobierno es más democrática. Pero previa 
a esta pregunta trascendental es necesario encontrar la teoría de la 
democracia con base en la cual se habrá de juzgar las mencionadas 
formas de gobierno y a partir de ella aconsejar (o desaconsejar) refor- 
mas o cambios. 

Es necesario partir de la base de una definiciírn de democracia para 
poder determinar qué sistema de gobierno es más apegado a las reglas 
democráticas y cuál es, en sí mismo, o puede llegar a serlo, más reco- 
mendable. Es por ello que la pregunta a plantear sería: iqzré es la 
democracia? 

Según Bobbio puede existir una definici,ón mínima de la democra- 
cia: "Conjunto de reglas.. . que establecen quién está autorizado para 
tomar las decisiones colectivas y bajo qué pro~edimientos".~3 Pero 
para esto se requiere de tres condiciones: 

1. El sufragio universal (es decir, la oportunidad de que todos los 
intereses sean presentados como legítimos y cada voto tenga el mismo 
valor). 

2. La observancia, en la modalidad de la toma de la decisiírn, de la 
regla de la mayoría (o lo que es lo mismo, todas las opiniones se re- 
presentan, las minorías son escuchadas pero corresponde a la opinión 
mayoritaria tomar la decisión). 

3. La consistente en la indispensable existencia de alternativas di% 
tintas de elecciírn y de selección (en otras palabras, la democracia re- 

52 CARDENAS, cit. supra nota 160, p. 171. 
53 BOBBIO, Norberto, El futuro de la democracia, México, Fondo de Cultura Eco- 

nómica, la. reimp., 1992, p. 14. 
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4 8 CARLOS BÁEZ SILVA 

quiere de la existencia de distintos partidos políticos con igualdad de 
oportunidades de ganar las elecciones, medios de comunicación dife- 
rentes y divergentes, de donde los electores pueden obtener la informa- 
ción necesaria para formarse una opinión política). 

Cerroni, por su parte, menciona que la democracia es "un co8mún 
denominador, un conjunto de reglas que permiten co,mparar, confron- 
tar e incluso escoger, entre posiciones muy diversas".j4 Según este autor 
las principales "reglas del juego" son siete: 

1. La del consenso. 
2. La de la competencia. 
3. La de la mayoría. 
4. La de la minoría o regla de la alternancia. 
5. La d d  control. 
6. La de la legalidad. 
7. La fundamental: la de la responsabilidad (de todo's los hombres, 

consistente en la comprensi6n de que la importancia de las otras seis 
radica en estar todas juntas, construyendo un sistema democrático). 

En otra parte, Cerroni establece que las mencionadas reglas forman 
parte de un "paquete" más amplio, constituyente histbrico de la de- 
mocracia.55 Este paquete se complementa con el "énfasis sobre la sobe- 
ranía popular" y "la igualdad de las condiciones de ejercicio y parti- 
cipación". Es factible reunir estos elementos en una fórmula que 
comprenda el Estado de Derecho, el sistema representativo y un siste- 
ma de valores igualitarios. 

De los dos primeros se puede decir que son componentes "técnicos" 
de la llamada "ingeniería constitucional". Por lo que toca al temer 
elemento, el sistema de valores igualitarios "oscila entre un máximo 
de formalismo y un máximo de informalismo" y esta oscilación "per- 
mite refluir la democracia moderna hacia formas de puro control jurí- 
dico de las decisiones sin prestar mucha atención a la construcción y 
el contenida de las decisiones, no sólo hacia formas de pura socializa- 
ción económica que puede incluso resucitar la discriminación jurídico- 
política de 1- individuo~".~6 

El debate parlamentarismo m .  presidenciaiismo se inscribe en lo que 
podríamos llamar construcción de las decisiones de la colectividad. Por 

54 CERRONI, Umberto, Reglas y valores en la democracia, México, Conaculia- 
Alianza Editorial, 1991, p. 191. 

55 CERRONI, Umberto, Polltica, método, teorias, procesos, sujetos, instituciones y 
categorlas, Mexico, Siglo XXI Editores, 1992, p. 47. 

56 CERRONI, cit. supra nota 53, p. 48. 
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lo que toca al contenido' de estas decisiones, es claro que el mismo 
dependerá de las expectativas, objetivos o fines que persiga una socie- 
dad y su Estado. Según Jellinek, empíricamente es impo'sible establecer 
relació'n de causa a efecto entre los fines de un Estado y los actos rea- 
lizados por el mismo. Sin embargo, toda decisión que el Estado tome 
en ejercicio de las funciones que le son propias deben tener como 
paránietro de calificación (eficiencia/eficacia) los fines históricos del 
mismo. De lo contrario se corre el riesgo de concentrar cada vez más 
la atenciún en los problemas de corto plazo, de la coyuntura y de las 
urgencias "técnicas", mismos que después se reducen a problemas de 
decisión, "y, por tanto, de despliegue: a problemas de poder puro".57 

El heclio de examinar el sistema de la política como "sistema de puro 
procedimiento jurídico ("reglas del juego") o como sistema de tPcnicas 
para abatir al adversario e imponer decisiones. . . o bien para distri- 
buir autoritariamente valores normativos o, en fin, como mercado en- 
tre fuerzas organizadas que cambian podees propios contra consenso 
ajeno" 58 da por resultado la restricció'n de la atenció'n, tanto de la 
acción política como del conocimiento político, "sobre el sistema de los 
medios, hasta invertir Iri relación entre aquellos típicos medios, en los 
que consiste la política, y el sistema de la reproducción social humana, 
en la que consiste el fin laico de la moderna vida asociada".59 

En otras palabras: la política y la teoría política se han sumergido 
tanto en cuestiones meramente procedimentales que parecen perecer 
ahogadas por la increíble cantidad de problemas ''técnicos" que se le 
presenta al poder político, olvidando así la finalidad de la titularidad 
y ejercicio del mismo. 

Se busca el sistema de gobierno más democrático. Pero (más demo- 
crático para qué? ¿En qué sentido debemos entender esa mejoría de- 
mocrática? Es preciso preguntarse, pues, si la democracia es un conjunto 
de reglas técnicas para alcanzar fines, ¿cuáles deben ser los fines de la 
democracia mexicana? Para responder a esta interrogante no es menes- 
ter ir a los grandes centros académicos del mundo. Nuestra actual 
Constitución, expresamente, indica los fines del proyecto nacional, 
mismos que determinarán los objetivos de la actividad estatal (artícu- 
lo 26) la cual habrá de tener como objetivo principal e1 establecimiento 

57 CERRONI, cit. supra nota 53, p. 119. 
58 CERRONI, cit. supra nota 53, p. 120. 
69 CERRONI, cit. supra nota 53, p. 119. 
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de  un "sistema de vida fundado en el constante mejoramiento econó- 
mico, social y cultural del pueblo" (numeral 3).0° 

No es posible sacrificar las principales "reglas del juego" democrá- 
tico en aras de la efectividad del sistema. Esto ya se hizo y demostró 
su inaplicabilidad. No se puede olvidar la democracia para lograr la 
justicia social. La democracia mexicana, a la que tantos tanto aspira- 
mos, debe tener como finalidad, informándose directamente de lo que 
expresaron y continúan expresando "los sentimientos de la nación", el 
derecho del ser humano a crearse una vida propia de acuerdo con su 
propio gusto y proyecto; sin embargo, para llegar a este punto culmi- 
nante de la evolución de la libertad es necesario resolver primero 
problemas tan apremiantes e impostergables, como la erradicación del 
hambre, la construcción de viviendas dignas y suficientes, la elimina- 
cihn del analfabetismo o el establecimiento de salarios "suficientes para 
satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia, en d orden 
material, social y cultural, y para proveer a la educacibn obligatoria 
de los hijos". En este sentido la cuestiihn del "cómo" es tomada la de- 
cisión se torna un tanto superflua. Pero no hay que caer en la posición 
contraria de justificar los medios en tanto la consecución del fin. 

Aún hoy se habla continuamente de la concentración de facultades 
y atribuciones estatales en el órgano ejecutivo del Estado. Lo mismo 
en los sistemas parlamentarios que en los presidenciales es el jefe de 
gobierno el que tiende a predominar sobre el congreso o parlamento. 
Las diferencias entre presidencialismo y parlamentarismo son cada vez 
menores, los rasgos esenciales de cada uno de estos sistemas empiezan 
a confundirse y mezclarse. Hoy, en gran parte de los Estados del mun- 
do, d Ejecutivo gobierna y el Legislativo controla, sean regímenes 
presidenciales o parlamentarios. 

En México es clara que el debate está por dar sus mejores frutos. Sin 
embargo, nuestro sistema de gobierno ha de continuar siendo presi- 
dencial, aunque con modificaciones encaminadas a reforzar el papel 
del Congreso de la Union en el proceso político del Estado y controlar 
más y mejor los actos del Presidente. Razones para ello: 

a) A lo largo de la historia este país ha contado siempre con siste- 
mas de gobierno en los cuales el papel del ejecutivo es fundamental, 

60 En este caso, el enunciado constitucional debe ser tomado más como una meta 
quc como un punto de partida. 
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la historia mexicana ha sido marcada por la intervención de los hom- 
bres que han ocupado la presidencia.61 

b) La cultura política nacional realz,a la figura, un tanto cuanto 
paternal, del hommbre de y con poder; no existe tradición alguna en las 
prácticas políticas del sistema parlamentario (aunque paulatinamente 
se están desarrollando), que por otro lado, es un producto de la trayec- 
toria política de los pueblos, lo cual no significa que el parlamentaris- 
mo constituya un estadio superior de organización po~lítica, sino que, 
simplemente, es una forma de organizar a las instituciones del Estado. 

c) El sistema de partidos con el que cuenta nuestro país es puco 
propicio al parlamentarismo, clonde se requiere la existencia de par- 
tidos  olít tic os disciplinados y altamente organizados, de los que toda- 
vía carecemos en México. 

Por estas razones es necesario conservar el actual sistema de gobier- 
no, que, teóricamente, todavía puede responder a las expectativas na- 
cionales y cubrir la gran deuda con la sociedad. Al fin y al cabo, lo 
importante para los mexicanos no es un tipo u otro de gobierno, sino 
sim~lemente mejor gobierno. 

IV. SISTEMA DE PARTIDOS 

Se ha hecho un apretado resumen de los principales equilibrios en- 
tre el Presidente y el Congreso de la Unión. Aunque en la práctica 
es el primero el que ha dominado la escena política estatal y el que 
ha eclipsado en sus funciones al resto de los poderes públicos, en la 
teoría, según la letra de la Constitución, debiera ser menor la libera- 
lidad de que goza en su actuar. El texto constitucional establece va- 
rias barreras o límites a esta libertad, aunque no todos son respetados 
o hechos respetar. Específicamente el Congreso, está suficientemente 
facultado como para marcar un alto al poder presidencial. Sin embar- 
go, no lo ha hecho, {por qué? 

Evidentemente la estructura constitucional del Estado mexicano no 
es perfecta. Pero de esa imLmfecciÓn no se puede derivar, por lo me- 
nos no directamente, el defectuoso funcionamiento del mismo. La 
Carta Magna establece un armazón estatal clásico, mismo que con el 
correr de los años ha ido sufriendo modificaciones necesarias. Pero 
tal armazón, tal estructura se modifica sustancialmente al momento en 
que comienza a "funcionar". Dicho en palabras ya reconocidas: "El 

Muestra de ello es el relato que se presenta en KRAUZE, Enrique, La presi- 
dm-ia imperial, México, Tusquets, 1997. 
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grado de separación de poderes depende mucho más del sistema de 
partidos que de las disposiciones previstas en las constituciones".62 

No se debe buscar, exclusivamente, en la estructura constitucional 
de nuestro Estado, la falla del mismo. No es adecuado restringir el 
campo de diagnóstico. Como pueden h a b a  notado los lectores a lo 
largo de este trabajo, las disposiciones constitucionales prevén, como 
alguien ya lo dijo, no un sistema de división o separació~n de poderes, 
sino uno de colaboración entre los mismos. Sin embargo, tal colabora- - 
ción se ha presentado en la práctica de manera deformada, puesto que 
colaboracibn implica respetuo mutuo y, sobre todo, suficiente autono- 
mía política 03 entre los brganos colaborantes. 

En nuestro sistema político la norma constitucional no ha sido la 
regla. Y no lo ha sido por un simple hecho: el fenbmeno conocido 
como sistema de partido hegemónico. Este "fenómeno" no se ha pre- 
sentado únicamente en nuestra país, pero es evidente que es aquí don- 
de mayor continuidad ha tenido. Este sistema de partido hegemónico 
ha venido sufriendo una serie de modificaciones desde mediados de 
los años ochenta. Para algunos analistas está por demás hablar ahora 
de partido hegemónico, dados los últimos resultados electorales tanto 
a nivel federal como estatal; se opta por denominar al actual como sis- 
tema de partido dominante con un formato tripartidistaG4 o, más 
gráficamente, como un "tripié inestable".G5 

La existencia, a lo largo de más de sesenta años, de un partido polí- 
tico que dominaba tanto las Cámaras como la Presidencia de la Re- 
pública, aunada a la precaria existencia de una oposiciún real que 
pusiera en peligro la simbiosis existente entre el partido y el Estado, 
modificó fatalmente el funcionamiento de la estructura constitucional 
del propio organismo estatal. Debe quedar bien claro que uiia cosa es 
colaboración y soporte recíproco entre un gobierno y una fraccicin 

62 DUVERCER, Maunce, Los partidos políticos, México, Fondo de Cultura Econ6- 
mica, 1972, p. 419. 

63 En este sentido es adecuado recordar los conceptos de autonomía y control 
elaborados por Dahl: "Ser aut6nomo en un sentido político es no estar bajo el 
control de otro.. . Por cmtrol quiero decir una relaci6n entre actores tal que las 
preferencias, deseos o intenciones de uno o mis  actores provoquen acciones de 
ajuste, o predisposiciones a actuar, de parte de uno o más actores". DAHL, Ro- 
bert A., Los dilemas del pluralisr~~o democrático, México, Conaculta-Alianza Edito- 
rail, 1991, p. 26. 

64 LUJAMBIO, Alonso, "La evolución del sistema de partidos, 1988-1994", en 
Elecciones, diálogo y reforma, México, t. 11, 1994, p. 72. 

65 SILVA-HERZOG MÁRQUEZ, Jesús J., "El sistema de partidos despuis del 21 de 
agosto" en Elecciones, diálogos y refortna, op.  cit., pp. 161 SS. 
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parlamentaria, de preferencia la mayoritaria; pero lo que sucedió en 
nuestro país fue una total confusión entre el partido y el gobierno, la 
administración pública, las Cámaras del Congreso, y diversos órganos 
técnicos. 

Si debemos entender que la importancia de la oposición política 
"como elemento integrante y conformador de la vida plítica" radi- 
ca precisamente en que ha de convertirse en la opinión divergente 
que, por un lado, "legitime" al sistema y al gobierno en tanto gana- 
dor "legal" de las elecciones y, por el otro, sirva de contrapeso, con- 
trole, vigile el accionar de la mayoría y/o del gobierno. constituyén- 
dose en un elemento esencial de la democracia. Se distinguen ya dos 
funciones principales de la oposición, una activa, "destinada a contro- 
lar y limitar la acción del gobierno, y otra pasiva, dirigida a la susti- 
tución del equipo g~bernan te" .~~  

Lamentablemente en nuestro país, hasta hace aproximadamente ocho 
años, las posibilidades de que la oposición cumpliera cabalmente con 
sus funciones (que son de interés público) de controlar y prepararse 
para gobernar, eran escasas, casi nulas. Una legislación electoral defec- 
tuosa y, sobre todo, la inequidad en las condiciones en que se desa- 
rrollaban los comicios impedían una correcta representación en las 
Cámaras de la oposición, dando a nuestro Congreso la apariencia de 
ser una institución "soporífera". 

No es poca la tinta que ha corrido en torno a la supuesta "debili- 
d a d  del Congreso. Por ejemplo, para Manuel González Oropeza 68 las 
causas principales de la misma son: 

1. La disciplina de partido entre sus miembros. 
2. La precariedad de los recursos asignados. 
3. Prohibición para reelegirse en el periodo inmediato. 
4. Falta de ejercicio de sus atribuciones. 
En mi opinión el último punto más bien es resultado de la combi- 

nación de 1m otros tres. El debilitamiento del Congreso de la Unión 
obedece, precisamente, al no ejercicio de las facultades que la Consti- 
tuci&n le otorga, puesto que la mayoría priísta ha a tado siempre al 
servicio de las indicaciones del Presidente, lo cual no deja de ser nor- 

06 DE VEGA, Pedro, Estudios politico-constitucionales, México, UNAM, 1987, p. 9. 
67 CARDENAS, Jaime, "Las Funciones de la Oposici6n y su Regulación Jurídica" 

rn Memoria del coloquio La oposición politica en México, Anuario Jurídico XVIII, 
Rfkxico, UNAM, 1991, p. 61. 

68 GONZALEZ OROPEZA, Manuel, "¿Qué hacer con el Congreso de la Uni6n en 
Mbxico?" en Memoria del ZZZ Congreso Zberwmericano de Derecho Constitucional, 
México, UNAM, 1987. t. 11, p. 953. 
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mal, pero combinado con la poca efectividad que habían tenido los 
partidos de oposición redundaba en una total dislocación de nuestro 
régimen constitucional. 
Lo anterior no es ninguna novedad. Ya antes, Daniel Cosío Villegas 

había escrito que "tebricamente la subordinaciún del Poder Legislati- 
vo al Presidente es explicable, pues la mayoría parlamentaria está 
compuesta por miembros del partido oficial, cuyo jefe supremo es el 
Presidente de la República, aun cuando formal o abiertamente no 
aparezca como tal".Gg 

Alonso Lujambio 70 ha lanzado cierta explicación sobre el origen de 
la precariedad funcional del Poder Legislativo la cual se explica por un 
conjunto de variables: 

a )  Un solo partido político penetra las arenas constitucionales eje- 
cutiva y legislativa. 

b) El liderazgo de dicho partido no reside en su bancada parlamen- 
taria, ni en su comité ejecutivo, sino en el Presidente de la República 
en turno. 

c) La prohibición de la reelección inmediata de los congresistas 
mexicanos. 

&ómo se entrelazan las variables? Sencillo: los diputados y senado- 
res "desean en general hacer una carrera política, y como el principio 
de no reelección les impide ocupar el mismo lugar en el Congreso 
por mucho tiempo, se sienten obligados a distinguirse por su lealtad 
al Partido y al Presidente para que, después de servir tres años como 
diputados, puedan pasar en el senado otros seis, y de ahí, digamos, 
otros tantos de gobernadores de sus respectivos estados o alcanzar un 
puesto administrativo i m p ~ r t a n t e " . ~ ~  

En o p i n i h  de José Francisco Ruiz Massieu 72 las relaciones institu- 
cionales entre el Congreso y el Presidente se ven modificadas por e1 
hecho de que el Partido Revolucionario Institucional conserva la ma- 
yoría absoluta en la Cámara de Diputados, obtiene la casi totalidad 
de los escaños en la de Senadores y ha triunfado en todas las elecciones 
presidenciales. En su opinión este fenúmeno "deja sentir su impacto 

69 Cosí0 VILLEGAS, Daniel, El sistema politico mexicano, México, Joaquín Mor- 
tiz, 21a. reimp., 1992, p. 29. 

70 LUJAMBIO, Alonso, Federalismo y Congreso eni el cambio politico de Mdxico, 
Mkxico, Instituto de Investigaciones Jundicas de la UNAM, 1995, p. 167. 

71 Cosio VILLEGAS, op. cit., p. 29. 
72 R u ~ z  MASSIEU, cit. supra nota 4,  p. 50. 
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en las funciones nominales del Congreso" por la introducción de dos 
ingredientes: 

1. La discipdina del partido, y 
2. La solidaridad entre los funcionarios priistas aunque pertenezcan 

a pode~es  distintos. 
Lo anterior se complementa, según el autor, con "la vigilancia que 

debe ejercer el partido mayoritario sobre 10s funcionarios priístas, a 
efecto de que se asegure la congruencia entre el ejercicio del poder 
público y la plataforma ~artidaria".?~ 

Pero el hecho de que el gobierno y la mayoría en el Congreso per- 
tenezcan al mismo' partido no debe causar azoro, puesto que es 10 nor- 
mal en cualquier democracia electoral competitiva. Como también es 
normal que, como ha sucedido, por ejemplo, en Estados Unidos, el 
Presidente y la mayoría del Congreso militen en partidos distintos. 
Es decir, cada uno de los &gano6 políticos estatales es independiente 
de los demás en lo que toca a sus decisiones. "Sin embargo, esta for- 
mulación, de indu,dable validez jurídica, no excluye la posibilidad 
política de que distintos poderes u órganos sean ocupados mayoritaria- 
mente por un mismo partido.. . y que, en tal eventualidad, la volun- 
tad que promueve las decisiones atribuidas jurídicamente a tales órga- 
nos no radique en ellos mismos, sino en un centro decisorio institu- 
cionalmente extraño", o sea el partido.74 

En otras palabras, la def~~rmación de nuestro régimen constitucional 
no deriva tanto de la pertenencia a un mismo partido, lo mismo, d e  
la mayoría en el Congreso como del Presidente de la República, sino 
que es consecuencia directa de sesenta años de existencia de un pre- 
cario sistema de partidos, en el cual las funciones de la oposición no 
fueron realizadas porque prácticamente jno había oposición! Tomemos 
en cuenta que un congreso o parlamento vigorizado "y con operación 
eficiente facilita el des'montaje del autoritarismo de los Ejecutivos o 
de los @rtid80s iínicos o hegemldnicos y evita su restauracibn.. .".75 

Definitivamente Ruiz Massieu expresa de manera excelente la reva- 
loración que debe hacerse sobre nuestro Congreso, p e s t o  que escribió 
que "no se registra transición democrática duradera y auténtica que n o  
haya reclamado la reevaluación de la institución parlamentaria y de 

73 Zbidem. 
74 GARC~A PELAYO, Manuel, El Estado de Partidos, Madrid, Alianza-Editorial, 1986, 

p. 186. 
75 RUIZ MASSIEU, José Francisco, "La Construcción Democrática" en Textos para 

el cambio núm. 15, México, Miguel Angel Porrila, 1994, p. 22. 
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los partidos que la conforman y le dan vida" 7"e los cuales son parte 
esencial los de oposición. 

En el caso mexicano la influencia del sistema de partido hegemb- 
nico ha sido grandísima, pero no la única. Aunada a la "debilidad" 
del Congreso para limitar al Presidente, podemos encontrar, entre otras 
causas del "desequilibrio" del poder político en México, hechos como: 

a) Falta de un verdadero servicio civil de carrera en la administra- 
ci6n pública. 

b) "Politización" de órganos de control "técnico" del Poder Ejecu- 
tivo, como la Contaduría Mayor de Hacienda, la Contraloría de la 
Federación, la Procuraduría de la República, entre algunos de éstos. 

c) El enorme y creciente centralismo político, administrativo, eco- 
nómico y sociaI. 

d) La precariedad de los recursos financieros otorgados a las entida- 
des federativas y a los municipios. 

e) Poca efectividad y legitimidad de la legislación electoral, que re- 
dunda en un descrédito del sistema de partidos. 

f )  Falta de voluntad política de los miembros de la mayoría del 
Congreso para ejercer plenamente sus facultades. 

g) Imposibilidad de que los diputados y senadores respondan políti- 
camente frente al electorado, puesto que al no existir la posibilidad 
de que se presenten a la próxima elección. 

h) El poco apoyo que reciben los representantes populares arribz 
mencionados, de manera institucional. Es decir, la falta de personal 
permanente de asesoría técnica y legal que apoye la labor cotidiana de 
los diputados y senadores. 

Como resalta, el sistema de partidos en nuestro país no ha contri- 
buido a funcionalizar la "separación constitucional" de los poderes 
federales. El cambio radical que aquél está sufriendo en nuestros días 
modificará sin duda las relaciones que se presenten entre el Congreso 
y el Presidente. Ahora, tras las elecciones de 1997 en las que el PRI 
obtuvo una escueta mayoría que puede ser derrotada por la unión 
de todos los demás partidos presentes en la Cámara de Diputados, es 
posible experimentar, por fin, por primera vez cómo es que realmente 
"funciona" nuestro sistema, ya que las condiciones en las que esto ocu- 
rrió en el pasado imposibilitaron la adecuada aplicación de la norma 
constitucional a la realidad. Esperemos hasta que nuestro régimen de- 

:6 Ibidem. 
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muestre su ineficacia por su incorrecto funcionamiento, pero dejémosle 
"funcionar", no lo asfixiemos. Si llegado el caso se comprueba que real- 
mente nuestro diseño institucional es inadecuado seré de los primeros 
en luchar por el cambio, pero antes permitamos que nuestra Constitu- 
ción se aplique. 
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